VOTO PARTICULAR QUE FORMULA LA MINISTRA SARA IRENE HERRERÍAS GUERRA EN EL AMPARO DIRECTO EN REVISIÓN 1442/2026.

En sesión de nueve de septiembre de dos mil veintiséis, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, resolvió por mayoría de votos el desechamiento del recurso de revisión en amparo directo 1442/2026. Respetuosamente, no comparto la decisión adoptada por la mayoría de mis pares.

La mayoría consideró que en el asunto no subsistía una cuestión propiamente constitucional, porque la controversia se relacionaba únicamente con la interpretación del artículo 117 de la Ley Nacional del Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes y, en particular, con las consecuencias jurídicas que produce el incumplimiento del plazo máximo de seis meses previsto en esa disposición.

No comparto esa conclusión. Desde mi perspectiva, si los agravios se analizan a partir de la causa de pedir, la recurrente no plantea solamente un problema de interpretación de la legislación secundaria. Lo que solicita es que se determine el alcance del artículo 117 de la Ley Nacional a la luz de los principios que, conforme al artículo 18 de la Constitución Federal, rigen el sistema integral de justicia penal para adolescentes, especialmente los de mínima intervención, excepcionalidad y celeridad procesal.

En otras palabras, la cuestión no consiste únicamente en definir qué dice la ley sobre el plazo de seis meses para que una persona adolescente sea procesada y se dicte sentencia, sino en establecer qué protección constitucional debe reconocerse a una persona adolescente cuando el Estado no concluye el proceso penal dentro del plazo especialmente previsto para ella.

Considero que esta cuestión justificaba la procedencia del recurso. El sistema de justicia penal para adolescentes tiene características propias. El artículo 18 constitucional exige un tratamiento especializado y una intervención estatal que afecte en la menor medida posible los derechos de las personas adolescentes. Dentro de ese modelo, la celeridad del procedimiento no constituye solamente una regla de organización procesal, sino una garantía relacionada con las condiciones particulares de desarrollo de las personas sujetas a este sistema.

Por ello, cuando la legislación establece que el proceso deberá resolverse dentro de un plazo máximo de seis meses, salvo que la propia persona adolescente solicite su ampliación por resultarle favorable, surge una cuestión constitucional relevante cuando dicho plazo es superado por causas que no le son atribuibles.

La pregunta que, en mi opinión, correspondía resolver era si los principios constitucionales que rigen la justicia penal para adolescentes permiten considerar que el vencimiento de ese plazo carece de alguna consecuencia efectiva sobre la continuación del proceso o si, por el contrario, el carácter especializado del sistema exige reconocer una protección reforzada frente a una dilación atribuible al Estado.

No adelanto con ello que el transcurso de los seis meses deba generar necesariamente la extinción de la pretensión punitiva. Precisamente ésa era una cuestión que debía ser analizada en el fondo del asunto. Era necesario determinar si la consecuencia sostenida por la recurrente resultaba compatible con el artículo 18 constitucional y con el artículo 40 de la Convención sobre los Derechos del Niño, que reconoce el derecho de toda persona adolescente acusada de infringir la ley penal a que su asunto sea resuelto sin demora.

Por esa razón, tampoco considero que el amparo directo en revisión 7244/2024 resolviera la problemática planteada en este asunto, como se mencionó en la discusión del asunto. En aquel precedente, la extinta Primera Sala analizó el estándar constitucional del plazo razonable aplicable a los procesos penales seguidos contra personas adolescentes. El asunto partía de circunstancias sustancialmente distintas: durante la secuela procesal, el adolescente solicitó la ampliación del plazo establecido en el artículo 117 de la Ley y la inconformidad con su prolongación, a su juicio excesiva, se presentó cuando ya se había dictado una sentencia definitiva. La controversia entonces consistió en determinar si la prolongación del proceso constituía una demora innecesaria.

De manera especialmente relevante, en el amparo directo en revisión 7244/2024 la extinta Primera Sala señaló expresamente que no sería materia de estudio determinar los alcances jurídicos del incumplimiento del artículo 117 de la Ley Nacional, por considerar entonces que esa cuestión correspondía al ámbito de legalidad.

Por ello, aquel precedente no definió cuál debe ser la consecuencia jurídica cuando el plazo máximo de seis meses es superado sin que la persona adolescente haya solicitado su ampliación.

El caso que ahora nos ocupa presenta precisamente esa cuestión. Aquí no existió una solicitud de ampliación formulada por la adolescente. Por el contrario, el proceso excedió el plazo legal por circunstancias relacionadas con la actuación de las autoridades y, antes de que se dictara sentencia, se declaró prescrita la acción penal.

Por tanto, estimo que el problema constitucional es distinto. No se trataba de volver a definir cuándo existe una demora innecesaria, sino de establecer cuál es el alcance constitucional de la protección que deriva del plazo máximo previsto para una persona adolescente cuando éste se incumple por causas ajenas a ella.

Esta diferencia impedía, en mi opinión, considerar que el problema ya hubiera sido resuelto por esta Suprema Corte, por lo tanto, tampoco comparto la consideración conforme a la cual estudiar esta cuestión podría perjudicar a la recurrente porque la finalidad de la norma es proteger su desarrollo psicoemocional.

La protección de una persona adolescente no puede utilizarse como razón para impedirle obtener una respuesta sobre el alcance de los derechos que precisamente invoca en su favor. Por el contrario, el análisis constitucional permitiría determinar con certeza cuáles son los límites temporales de la intervención punitiva del Estado dentro de un sistema que constitucionalmente debe caracterizarse por la mínima intervención y la celeridad.

Considero, además, que se encontraba satisfecho el requisito de interés excepcional, con la distinción del precedente que, sostengo que esta Suprema Corte no ha definido si el derecho de una persona adolescente a ser juzgada dentro del plazo especialmente establecido por la legislación genera alguna consecuencia específica cuando ese plazo es incumplido por el Estado, ni cómo debe dialogar esa garantía con la continuidad del proceso, los derechos de la víctima y las reglas legales sobre la extinción de la pretensión punitiva.

Se trata, por tanto, de una cuestión que trasciende las particularidades del caso y que resulta relevante para precisar el alcance de los principios constitucionales que rigen el sistema integral de justicia penal para adolescentes.

Por estas razones, considero que el recurso de revisión era procedente y que esta Suprema Corte debía analizar el fondo del planteamiento constitucional.
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